
Sentencia de la SCJ sobre los recursos ordinarios y 
extraordinarios, y sobre inadmisibilidad de casación 
respecto de los autos de honorarios.  
 
Considerando, que la cuestión planteada en línea anterior 
nos obliga a determinar qué debe entenderse por un lado, por 
recurso ordinario, y por otro lado, por recurso 
extraordinario, para luego determinar si la supresión de los 
recursos establecida por el legislador en la materia de que 
se trata incluyó al recurso de casación. En efecto, es 
pacífico en doctrina y jurisprudencia admitir el criterio 
tradicional, según el cual por el primero debe entenderse 
aquellos que pueden interponerse de pleno derecho, a menos 
que lo prohíba un texto de ley, o en otros términos, 
aquellos que, pueden intentarse contra cualquier sentencia y 
fundarse en cualquier motivo por el que el recurrente 
disienta con el fallo impugnado, permitiendo, por sus 
efectos, un nuevo examen de todo lo que fue objeto de 
decisión en la sentencia recurrida, a menos que el 
impugnante limite el recurso, en ese sentido, importa 
destacar que el recurso ordinario por antonomasia, es la 
apelación, pues por esta vía recursiva se juzga en hecho y 
en derecho, y comporta el denominado efecto devolutivo del 
recurso, el cual ha sido definido como el efecto en virtud 
del cual el proceso pasa o es transportado íntegramente del 
tribunal del primer grado al tribunal de segundo grado. 
 
 
Considerando, que por el segundo, esto es, por el recurso 
extraordinario se debe entender, siguiendo el clásico 
criterio doctrinal y jurisprudencial, aquel que no puede ser 
ejercido sino en los casos expresamente permitidos por la 
ley, se incluyen dentro de éstos los que solo se admiten 
contra determinada sentencias y por causas y motivos 
tasados; en consecuencia, el tribunal o Corte apoderada de 
estos tipos de recursos sólo deben pronunciarse sobre la 
procedencia o improcedencia de esos motivos concretos, de 
esa definición se infiere que la casación es el recurso 
extraordinario tipo; 
 
Considerando, que es innegable que la Constitución vigente 
al momento de suscitarse la litis de la que ha sido 
apoderada esta Suprema Corte de Justicia, en funciones de 
Corte de Casación, establecía en el inciso 2 del artículo 67 



como una de las atribuciones exclusiva de la Suprema Corte 
de Justicia la de “conocer de los recursos de casación de 
conformidad con la ley”, lo que significa que el 
constituyente delegó en el legislador ordinario la 
posibilidad de modular, limitar y matizar el ejercicio de 
dicho recurso, es decir, regular su procedimiento y el de 
suprimirlo cuantas veces lo entienda compatible con la 
naturaleza del asunto, una muestra palpable de cuanto se 
lleva dicho es, que precisamente la Ley núm. 3726 sobre 
Procedimiento de Casación, de fecha 29 de diciembre de 1953, 
dispone en su artículo primero que “La Suprema Corte de 
Justicia, decide, como Corte de Casación si la ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos en última o en única 
instancia pronunciados por los tribunales del orden 
judicial. Admite o desestima los medios en que se basa el 
recurso, pero sin conocer en ningún caso del fondo del 
asunto”. El texto que acaba de trascribirse pone de relieve 
que por ser un recurso, el de casación, abierto solamente 
contra sentencias dictadas en última o en única instancia, y 
sobre medios tasados y que sólo debe pronunciarse sobre la 
procedencia o improcedencia de los motivos concretos 
argüidos en el memorial de casación, no existe la más mínima 
duda de que dicho recurso se incardina dentro de los 
recursos extraordinarios, los cuales como ya hemos dicho, se 
aperturan en los casos limitativamente previsto por la ley;  
 
Considerando, que, despejada la naturaleza extraordinaria 
del recurso de casación, se impone referirnos al alcance o 
jerarquía que tiene dicha acción recursoria en nuestro 
ordenamiento jurídico, en ese sentido, si bien es cierto que 
nuestra Constitución ha reconocido como una competencia 
exclusiva de la Suprema Corte de Justicia el conocimiento de 
los recursos de Casación, no es menos cierto que no lo ha 
hecho como una forma de reconocer en ello un derecho 
constitucional a dicho recurso, pues es la propia 
Constitución la que ha establecido que la Suprema Corte de 
justicia conocerá de dicho recurso, pero de conformidad con 
la ley, lo que debe entenderse, como se desarrolla en líneas 
anteriores, que el legislador en uso de esa delegación 
otorgada por la Constitución del Estado, puede establecer o 
no dicho recurso contra determinadas resoluciones 
judiciales, así como, configurada su existencia, definir y 
reglamentar su régimen jurídico; 



 
Considerando, que por consiguiente, al ser la casación el 
recurso extraordinario modelo, en el cual existe una lista 
cerrada de motivos en virtud de los cuales se interpone, es 
de toda evidencia que el legislador al momento de dictar el 
artículo 11 de la Ley núm. 302, parte in fine y establecer 
que las decisiones que intervengan sobre la impugnación de 
gastos y honorarios no serán susceptibles de recursos 
ordinarios ni extraordinarios, evidentemente que excluyó la 
posibilidad del ejercicio de dicho recurso en esta materia; 
 
Considerando, que, finalmente, es menester referirse al 
criterio también sostenido por esta Sala Civil y Comercial 
en la parte in fine de su precedente jurisprudencial 
referido en el umbral del plano normativo de la presente 
decisión, cuya doctrina jurisprudencial sostenía que la 
exclusión del recurso extraordinario de la casación en la 
materia tratada, configuraría una limitación a la garantía 
del derecho al recurso; que, si bien es cierto que el 
artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y el artículo 8.2 h de la Convención Americana de 
Derechos humanos, reconocen como una garantía fundamental 
del justiciable el derecho al recurso, no es menos cierto 
que esos textos internacionales, vinculantes en nuestro 
derecho interno, no se refieren a un recurso en particular o 
específico, sino a un recurso que asegure un examen integral 
de la decisión impugnada por ante un tribunal de superior 
jerarquía orgánica del cual emanó la decisión criticada, lo 
cual se satisface con la impugnación que se produce ante el 
tribunal inmediatamente superior contra el auto que liquida 
y aprueba un estado de gastos y honorarios, que en nuestro 
país es un recurso efectivo, en razón de que garantiza el 
examen integral de la decisión impugnada al permitir una 
revisión tanto fáctica como normativa del caso;  
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